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DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS EN EL PROCESO PENAL/ Posibilidad de que el ofendido acceda a la información recaudada en la etapa de investigación, salvo a aquellos documentos que tengan reserva legal
“De acuerdo a lo anterior, considera este Juez Colegiado que tanto el A-quo como la Fiscalía accionada se equivocan al decir que la víctima no puede conocer ni tener acceso a la información y material probatorio recaudado por el ente acusador en las fases previas al proceso penal como tal, puesto que como ya se vio la víctima no es un convidado de piedra a la actuación penal ni su posición debe ser necesariamente pasiva durante la indagación o investigación, sino que ella puede aportar información y material probatorio que pueda contribuir con el proceso, e igualmente está en el derecho de conocer de primera mano todo lo que la Fiscalía recauda durante la fase de indagación o investigación, pues ello es lo que le podría dar pie para ejercer acciones judiciales, especialmente en casos como el referenciado en este asunto, donde la Fiscalía accionada es reiterativa en que el señor Fabián no ha interpuesto denuncia penal alguna.

(…) se tutelarán los derechos fundamentales reclamados por el actor, para con ello ordenar se le haga la expedición de las copias por él solicitadas con relación a la investigación radicada con el No. 665946000063 201500141, de la Fiscalía 12 Local de Quinchía-Risaralda, haciendo la claridad de que si alguno de los documentos que hagan parte de ella ostenten algún tipo de reserva legal, la misma deberá ponérsele de presente al petente para justificar su no entrega; sin embargo, no se ordenará que las mismas sean entregadas con sello de autenticidad como lo pidió el señor Patiño, todo vez que no se observa la necesidad de tal cosa (…)” 
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-458 de 1994, C-1177 de 2005, C-516 de 2007 y C-331 de 2012 ; Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sentencia de tutela de 20 de noviembre de 2009 -rad. 44768-. Sala Civil, sentencia de tutela de 24 de marzo de 2011 -rad. 2011-00497-. 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala frente a la apelación propuesta por el señor FABIÁN ANDRÉS PATIÑO OCAMPO en contra de la decisión adoptada el pasado 18 de noviembre de 2015, por el Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía-Risaralda, mediante la cual negó la tutela de sus derechos presuntamente vulnerados por la FISCALÍA 12 LOCAL DE QUINCHÍA-RISARALDA.
ANTECEDENTES
Dice el señor Fabián que día 22 de mayo de 2015 siendo las 20:30 horas, en la vía que de la pintada conduce a la Ceiba, específicamente en el sector del km 24+230, sector la Ceiba-Quinchía, sufrió un accidente de tránsito que le generó sendas lesiones. Como consecuencia de ello, le correspondió a la Fiscalía 12 delegada ante los Jueces Promiscuos Municipales de Quinchía-Risaralda, conocer y adelantar todas las actuaciones tendientes al esclarecimiento de los hechos. 

Así las cosas, afirma que el 20 de julio de 2015 por intermedio de apoderado judicial solicitó a la mencionada Fiscalía la expedición a su costa de copia íntegra y auténtica del expediente, incluyendo la totalidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física, que del accidente acaecido el 22 de mayo de 2015 reposara en esa entidad. El 28 de ese mismo mes y año la accionada le remitió respuesta informándole que no era posible acceder a lo pedido y que sólo se le entregaba copia del escrito de acusación a la víctima con fines de información cuando ya se haya fijado una fecha para la audiencia, y como en ese caso ello no se había dado no era posible entregar las copias. 
Considera el señor Fabián que la negativa de la delegada del ente acusador desconoce completamente los derechos que le asisten como víctima e interviniente especial, por ello solicita que se le ordene a la Fiscalía 12 local de Quinchía hacer entrega de los documentos solicitados. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía avocó el conocimiento de la actuación el 4 de noviembre de 2015, admitiendo la demanda tutelar y corriendo el traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. En ese orden, el 18 de noviembre de 2015 al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada y después de revisar la respuesta dada por la Fiscalía accionada, decidió negar la tutela de los derechos invocados, por considerar que en el presente asunto al accionante no se le están desconociendo sus derechos como víctima puesto que en ningún momento se le ha negado la posibilidad de conocer el estado de la investigación que se adelanta por los hechos acaecidos el 22 de mayo de 2015 en un accidente de tránsito en donde él se vio involucrado; prueba de ello es que la Fiscalía le ha solicitado que se presente a las instalaciones de esa delegada para informarle sobre el asunto. En lo relacionado con las copias solicitadas, consideró el Despacho que la negativa de hacer entrega de las mismas tiene su fundamento en el hecho de que el asunto a penas se encuentra en la etapa de indagación, esto es, se está tratando de establecer si el hecho existió y constituye delito, y de ser así determinar quién lo cometió, bajo que título y en qué circunstancias, sin que hasta el momento se haya determinado cuáles de las piezas que en la actualidad hacen parte del expediente serán llevadas a un posible proceso penal como prueba. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Inconforme con la decisión de primera instancia, el señor Fabián Andrés allegó escrito en cual indicó que con base en lo establecido en la sentencia C-454 de 2006, es procedente que las víctimas en el proceso penal puedan acceder a la información recolectada por la Fiscalía en aras a la preservación de sus derechos; por tanto es dable la expedición de las copias pedidas en su condición de víctima del punible de lesiones personas.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde determinar a esta Corporación si le asiste o no razón al accionante en cuanto a que tiene derecho a que se le expidan copias auténticas de todo el expediente que en la actualidad tenga la Fiscalía 12 Local de Quinchía, respecto a una investigación de los hechos ocurridos en un accidente de tránsito en el cual, afirma, haber sido víctima. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

La Sala parte de la consideración que en efecto, la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República, para la protección de sus derechos fundamentales; pero, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.
Sobre el debido proceso:

Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:

“el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

Y posteriormente la misma Corporación dijo:

“5.2 La jurisprudencia de esta Corporación también se ha pronunciado de manera pacífica y consolidada acerca del contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado Social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta Corte ha destacado: (i) la garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de lograr una pronta resolución judicial; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras garantías.”
 
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
  
Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso.
Este derecho se garantiza también mediante la posibilidad de presentar denuncias en materia penal, respecto de lo cual ha dicho la Corte que: “Las autoridades públicas no pueden poner trabas injustificadas a la persona que desea interponer una denuncia penal con el fin de que sea investigada la ocurrencia de un delito”. Se vulnera el derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, cuando se incurre en una dilación injustificada para recibir una denuncia penal, o se hacen exigencias formales que el denunciante no se encuentra en condiciones personales de cumplir, las cuales sacrifican la efectividad del derecho de acceso a la justicia penal.”

Así las cosas, el derecho al acceso a la administración de justicia se configura en una manifestación más del derecho fundamental al debido proceso, el cual como ya se vio no solo se predica en cabeza de la persona contra quien se está adelantando una investigación o un proceso penal o administrativo, sino también que es titular de éste quien activa el aparato estatal para reclamar protección para sus derechos o los de la comunidad. 

Respecto de las víctimas en el proceso penal:

El artículo 11 del Código de Procedimiento Penal establece cuáles son los derechos de las víctimas dentro de una actuación penal, estableciendo entre ellos en sus literales D y E que: 
“ARTÍCULO 11. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, en los términos establecidos en este código.
En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:
(…)
d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas;

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas;”
En consonancia con ello el artículo 136 de ese mismo código estableció que: 

“ARTÍCULO 136. DERECHO A RECIBIR INFORMACIÓN. A quien demuestre sumariamente su calidad de víctima, la policía judicial y la Fiscalía General de la Nación le suministrarán información sobre:

1. Organizaciones a las que puede dirigirse para obtener apoyo.

2. El tipo de apoyo o de servicios que puede recibir.

3. El lugar y el modo de presentar una denuncia o una querella.

4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia y su papel respecto de aquellas.

5. El modo y las condiciones en que puede pedir protección.

6. Las condiciones en que de modo gratuito puede acceder a asesoría o asistencia jurídica, asistencia o asesoría sicológicas u otro tipo de asesoría.

7. Los requisitos para acceder a una indemnización.

8. Los mecanismos de defensa que puede utilizar.

9. El trámite dado a su denuncia o querella.

10. Los elementos pertinentes que le permitan, en caso de acusación o preclusión, seguir el desarrollo de la actuación.

11. La posibilidad de dar aplicación al principio de oportunidad y a ser escuchada tanto por la Fiscalía como por el juez de control de garantías, cuando haya lugar a ello.

12. La fecha y el lugar del juicio oral.

13. El derecho que le asiste a promover el incidente de reparación integral.

14. La fecha en que tendrá lugar la audiencia de dosificación de la pena y sentencia.

15. La sentencia del juez.

También adoptará las medidas necesarias para garantizar, en caso de existir un riesgo para las víctimas que participen en la actuación, que se les informe sobre la puesta en libertad de la persona inculpada.”
En ese orden de ideas, es claro que el legislador le reconoció a las víctimas de un injusto penal, la posibilidad de tener acceso desde sus etapas preliminares a las actuaciones que la Fiscalía General de la Nación realiza con el fin de poder esclarecer los hechos que le afectaron y de los cuáles se considera víctima. De allí que unos de los principales derechos que le asisten a estas personas, es a la verdad, la justicia y la reparación, y una de las maneras de materializar tal cosa es a través de las solicitudes del derecho de petición de información, la cual puede incluir el acceso a las indagaciones realizadas por el ente acusador. Frente al tema la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela proferida dentro del radicado 37909 del 6 de agosto de 2008, dijo: 

"como se aprecia, le Ley 906 de 2004; en vez de prohibir la expedición de las copias de las actuaciones, autoriza ese proceder, así el proceso se encuentre en la etapa de indagación o investigación preliminar. Lo no permitido 'son las reproducciones escritas, salvo los actos y providencias que este código expresamente autorice', como lo estipula el inciso primero del pluricitado artículo 146. Tal es el caso de la hipótesis prevista en el artículo 156 ibídem, a cuyo tenor 'las providencias judiciales sólo serán reproducidas a efectos del trámite de los recursos" y Agregó la Corte que "el numeral 7 del artículo 250 de la Constitución Nacional asigna a la víctima la condición de interviniente y en el Sistema Penal Acusatorio ostenta un sitial privilegiado |1|, en esa medida tiene derecho a participar durante todas las etapas del proceso, en aras de hacer valer sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral. La efectividad de esa participación sólo se posibilita si a los damnificados se les garantiza el derecho de acceder a la justicia, la cual comprende la garantía de intervenir desde sus inicios, pues les asiste un evidente interés en lograr el recaudo de sólidos elementos probatorios para soportar una eventual imputación o acusación, así como para censurar la eventual preclusión de la investigación".
(…)

"la anterior facultad de intervención está consagrada como norma rectora en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 |2| y es ampliada en el parágrafo único del artículo 146 de la misma ley, cuando le asigna a la Fiscalía la obligación de conservación y archivo de los registros durante la actuación previa a la formulación de la imputación, y al secretario de las audiencias el deber que "en todo caso, los intervinientes tendrán derecho a la expedición de copias de los registros." Esa autorización de permitir a las victimas obtener copias, de registros, actuaciones adelantadas o evidencias incorporadas durante la fase de indagación o investigación preliminar "no se afecta la estructura del sistema penal acusatorio, por el contrario hace bien porque posibilita el goce pleno de los derechos de dicho interviniente a conocer de primera mano los elementos probatorios recaudados por la Fiscalía, con la cual podrá contribuir al aporte de otros que consolide la eventual formulación de imputación y acusación.”
Del caso concreto:
En el presente asunto, considera el accionante que sus derechos fundamentales como víctima de la presunta comisión del delito de lesiones personales por un accidente de tránsito, se están vulnerando por parte de la Fiscalía 12 local de Quinchía-Risaralda, por la negativa del titular de ese Despacho de expedirle copia íntegra  y auténtica del expediente de ese caso, incluyendo la totalidad de los elementos probatorios y evidencia física que lo constituyen. 
Para entrar a resolver el problema jurídico aquí propuesto, es necesario indicar de manera previa que revisado el expediente esta Colegiatura no encontró ningún documento que efectivamente acredite la calidad de víctima del señor Fabián Andrés dentro de la indagación adelantada bajo el radicado 66594-6000-063-2015-00014 que adelanta la Fiscalía 12 Local de Quinchía-Risaralda; sin embargo en el fallo de primer nivel el señor Juez dejó consignado que “En el presente trámite la Fiscalía sabe que hubo un accidente de tránsito, sabe ciertas circunstancias que rodearon el evento, que se vieron involucrados dos carros y que uno de ellos era conducido por el señor Fabián Andrés Patiño Ocampo, pues así se lo informaron a través del Informe de Tránsito que le remitieron el 25 de mayo, por tanto conoce, al menos de manera sumaria, que el accionante sufrió unos perjuicios y como tal le asiste la calidad de víctima, así las indagaciones preliminares se encuentren en ciernes.”
. 
En ese orden de cosas, la Sala supone que el Juez A-quo debió realizar una inspección judicial a la carpeta que la Fiscalía lleva con respecto a ese caso específico, y a pesar de que de ello no se dejó constancia alguna dentro del expediente, se apelará a la buena fe para considerar que efectivamente el señor Patiño es víctima dentro del proceso por él referenciado. 
Lo anterior por cuanto a pesar de lo señalado por la Fiscalía en su respuesta a la tutela y en el escrito anexado como no recurrente, la calidad de víctima no la adquiere la persona exclusivamente cuando es reconocida como tal dentro del desarrollo de las audiencias que hacen parte del proceso penal, pues dicha condición la ostenta, inclusive, desde el momento en que con el injusto penal cometido por otro él se ve afectado, y por tanto tiene derecho a participar y conocer todo lo referente al caso, incluso en las etapas preliminares, aunque su condición sólo sea acreditada sumariamente. Frente al tema dejó claro la Máxima Guardiana Constitucional:

“Así, el artículo 137 del estatuto procesal establece que las víctimas del injusto, en garantía de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, tienen la potestad de intervenir en todas las fases de la actuación. Para el ejercicio de esos derechos no es obligatorio que las víctimas cuenten con representación legal, condición  que se hace imperativa a partir de la audiencia preparatoria. Teniendo en cuenta que pese a esta declaración de principio, las normas que desarrollan la intervención de la víctima en el proceso no garantizaban de manera clara su efectiva participación en distintas fases de la actuación, la Corte Constitucional al ejercer control de constitucionalidad de estas disposiciones ha condicionado su exequibilidad a la garantía de intervención  de las víctimas, en fases previas a la formulación de acusación y también posteriores a ella. Así ocurrió en la sentencia C- 209 de 2007, en la que mediante un fallo condicionado garantizó la efectiva intervención de la víctima en la práctica de pruebas anticipadas ante el juez de control de garantías (Art. 284.2); en la audiencia de formulación de imputación (Art. 289); en el trámite de una petición de preclusión por parte del fiscal (Art. 333); en los momentos en que se produce el descubrimiento, la solicitud de exhibición, exclusión, rechazo o inadmisibilidad de elementos materiales probatorios (Arts. 344,  356, 358 y 359); en las oportunidades para solicitar medidas de aseguramiento (Arts. 306, 316 y 342); en la audiencia de formulación de acusación (Art. 339);  y  en la audiencia preparatoria formulando solicitudes probatorias (art. 357, Cfr. sentencia C. 454 de 2006).
 
Lo anterior desvirtúa plenamente el planteamiento del demandante en el sentido que el reconocimiento de la condición de víctima en la audiencia de formulación de acusación la priva del ejercicio de su derecho a un recurso judicial efectivo, en fases anteriores. Resulta compatible con el modelo de procesamiento que adopta la Ley 906 de 2004, que la formalización de la intervención de la víctima se produzca en la audiencia de formulación de acusación, momento procesal en que así mismo se define la  condición de acusado y se traba de manera formal el contradictorio entre acusación y defensa. El hecho de que sea en ese estadio de la actuación en el que se determina la calidad de víctima a fin de legitimar su intervención en el juicio y se reconozca su representación legal, si la tuviere, de ninguna manera significa su exclusión de etapas anteriores en las que bien puede intervenir acreditando sumariamente su condición de tal, como lo prevé el artículo 136, y lo ha reafirmado y precisado la jurisprudencia de esta Corte.”

Teniendo claro lo anterior, es necesario proceder a analizar el problema jurídico planteado, para ello es preciso no perder de vista lo que se dijo previamente respecto a la facultad que tiene la víctima, en etapas anteriores a la audiencia de acusación y a su formalización como parte dentro del proceso penal, a acceder a la información que como ente acusador la Fiscalía General de la Nación vaya recaudando, independientemente si después es o no llevada a juicio oral, siempre y cuando la misma no goce de reserva legal; igualmente la víctima podrá allegar pruebas para que le Fiscalía determine su pertinencia y si se anexan o no al proceso. Lo anterior suena lógico considerando que el resultado de la fase de indagación o investigación pueden dar tres posibles resultados todos con incidencia en los derechos de quien se considera víctima del injusto penal, estos son: el archivo de la investigación, la preclusión o la imputación, todas las cuales son llevadas a cabo antes de que se haga algún tipo de descubrimiento probatorio, situación que llevó a la Corte Suprema de Justicia a pronunciarse en un caso similar a este, en los siguientes términos:  

“6. De ese modo, resulta claro que la autoridad accionada vulneró el debido proceso del sujeto interesado, por cuanto la información suplicada no aparece como objeto de reserva dispuesta por la Constitución o la ley para las víctimas de la eventual conducta punible, por lo tanto, al no encontrarse razón de orden legal para que la Fiscalía negara las copias pedidas, se advierte una violación que impide el ejercicio de las garantías de verdad, justicia y reparación que le asiste al damnificado.
En efecto, frente a la petición del accionante la autoridad accionada contestó parcialmente, pues sólo informó sobre el desarrollo de la investigación, relacionó las diferentes actuaciones, pero negó las copias de las entrevistas e interrogatorio realizados, con lo cual no permitió el acceso efectivo al proceso penal, igualmente imposibilitó el goce pleno de los derechos como interviniente en el proceso penal, pues no conoció el contenido de los elementos probatorios recaudados que llevaron al archivo de la investigación, también se negó la posibilidad de contribuir con otros medios que solidificaran la misma u otra decisión.
Por lo demás, en punto al derecho que tienen todas las personas de acceder a los documentos públicos y a obtener copia de los mismos, salvo los casos expresamente señalados por la ley, se ha manifestado por esta Corporación que esta prerrogativa está estrechamente vinculada con el derecho fundamental de petición, pues, el hecho de recibir las copias es una manifestación concreta del derecho a obtener una pronta resolución de la solicitud formulada, que hace parte del llamado núcleo esencial del derecho en mención (Sentencia de tutela de 15 de julio de 2001, Sala de Casación Civil, Exp. N° 0086-01).”

De acuerdo a lo anterior, considera este Juez Colegiado que tanto el A-quo como la Fiscalía accionada se equivocan al decir que la víctima no puede conocer ni tener acceso a la información y material probatorio recaudado por el ente acusador en las fases previas al proceso penal como tal, puesto que como ya se vio la víctima no es un convidado de piedra a la actuación penal ni su posición debe ser necesariamente pasiva durante la indagación o investigación, sino que ella puede aportar información y material probatorio que pueda contribuir con el proceso, e igualmente está en el derecho de conocer de primera mano todo lo que la Fiscalía recauda durante la fase de indagación o investigación, pues ello es lo que le podría dar pie para ejercer acciones judiciales, especialmente en casos como el referenciado en este asunto, donde la Fiscalía accionada es reiterativa en que el señor Fabián no ha interpuesto denuncia penal alguna.
En conclusión, se habrá de revocar la decisión de primera instancia y en consecuencia se tutelarán los derechos fundamentales reclamados por el actor, para con ello ordenar se le haga la expedición de las copias por él solicitadas con relación a la investigación radicada con el No. 665946000063 201500141, de la Fiscalía 12 Local de Quinchía-Risaralda, haciendo la claridad de que si alguno de los documentos que hagan parte de ella ostenten algún tipo de reserva legal, la misma deberá ponérsele de presente al petente para justificar su no entrega; sin embargo, no se ordenará que las mismas sean entregadas con sello de autenticidad como lo pidió el señor Patiño, todo vez que no se observa la necesidad de tal cosa. Para lo anterior se le concederá el improrrogable término de 48 horas hábiles. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela de primera instancia proferido el 18 de noviembre de 2015, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía-Risaralda, por las razones expuestas en precedencia. 
SEGUNDO: TUTELAR  los derechos fundamentales invocados por el señor FABIÁN ANDRÉS PATIÑO OCAMPO y en razón de ello ORDENAR a la FISCALÍA 12 LOCAL DE QUINCHÍA-RISARALDA, que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de esta decisión, proceda a expedir copia simple e integra, a costa del accionante, de la carpeta de la investigación radicada bajo el No. 665946000063 201500141 que cursa en ese Despacho, teniendo en cuanta las salvedades realizadas en precedencia respecto de la posible existencia, dentro de la misma, de documentos que gocen de algún tipo de reserva legal. 
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, para posteriormente REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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